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I. INTRODUCCIÓN 

La seguridad jurídica en Ecuador es un pilar fundamental para el adecuado 

funcionamiento del Estado de derecho y la protección de los derechos de sus ciudadanos. Sin 

embargo, una preocupación latente ha surgido en torno a la falta de incorporación del uso de 

arma de fuego falsa como medio de intimidación por parte de los GDO y su incorporación como 

circunstancia agravante de la infracción, situación que podría estar propiciando la impunidad 

delictiva y socavando tanto la seguridad pública como la protección de los agentes del orden. 

El objetivo de la presente investigación es determinar si la incorporación del uso de 

arma de fuego falsa como medio de intimidación, dentro del artículo 47 del COIP 

(circunstancias agravantes), incide en la reducción de la impunidad delictiva en el Ecuador por 

parte de los Grupos de Delincuencia Organizada.  Para alcanzar este objetivo, se llevará a cabo 

un análisis exhaustivo de la bibliografía y jurisprudencia existente, a fin de evidenciar dicho 

vacío legal. 

La relevancia de esta investigación radica en su capacidad para demostrar una 

problemática legal que impacta directamente en la seguridad y el bienestar de la sociedad 

ecuatoriana. Al resaltar las consecuencias de la falta de incorporación del uso de arma de fuego 

falsa como medio de intimidación por parte de los GDO y su incorporación como circunstancia 

agravante de la infracción, se pretende sensibilizar a las autoridades y fomentar la adopción de 

medidas legislativas que fortalezcan el marco legal y otorguen una mayor protección a los 

ciudadanos y a los servidores públicos. 

Para llevar a cabo este estudio, se empleará un enfoque multidisciplinario que 

combinará análisis legal, criminológico y de teoría del derecho penal. Además, se analizarán 

casos judiciales relevantes a nivel internacional, y, se realizará un estudio comparativo de la 

legislación en otros países para identificar buenas prácticas y posibles soluciones. 
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La investigación estará estructurada en varias secciones que abordarán desde la 

contextualización del problema hasta la presentación de conclusiones y recomendaciones. En 

conclusión, esta investigación busca proporcionar una visión completa y fundamentada sobre 

el impacto de la falta de incorporación como circunstancias agravantes del uso de arma de fuego 

falsa como medio de intimidación por parte de los GDO y su incorporación como circunstancia 

agravante de la infracción. Se espera que los resultados obtenidos contribuyan a fortalecer el 

sistema legal del país y a garantizar una mayor seguridad jurídica para todos sus ciudadanos y 

agentes del orden.  

II. DESARROLLO 

1. El delito de intimidación 

1.1.Definición jurídica – doctrinaria 

El delito de intimidación, conocido también como amenaza o coacción, es una figura 

delictiva omnipresente en la mayoría de los sistemas jurídicos en todo el mundo. Su definición 

y tratamiento varían según las particularidades de cada sistema legal, pero en líneas generales 

se refiere a la acción de infundir miedo o temor en otra persona con el propósito de obtener un 

beneficio indebido o restringir su libertad de acción. 

Desde el punto de vista jurídico, la intimidación se define como la conducta de amenazar 

o coaccionar a otro individuo con el fin de obtener un beneficio para sí mismo o para terceros, 

o de impedir que la víctima realice cierta conducta. Esta amenaza puede manifestarse de manera 

explícita o implícita y puede adoptar diversas formas, como el uso de la violencia física, la 

coacción psicológica, el chantaje o la extorsión. 

La conceptualización de la intimidación puede abarcar una amplia gama de 

comportamientos que tienen como objetivo generar miedo, coacción o amenaza en la víctima. 
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Esto puede incluir desde amenazas verbales o físicas directas hasta formas más sutiles de 

hostigamiento o acoso psicológico. En general, la intimidación implica un abuso de poder o 

control sobre la víctima, con el objetivo de someterla o causarle daño. 

La conclusión es que el delito de intimidación es un tema de gran relevancia que ha sido 

objeto de un exhaustivo análisis tanto en el ámbito jurídico como en el doctrinario. Aunque su 

definición y tratamiento pueden variar según las particularidades de cada sistema legal y las 

reflexiones de los expertos en la materia, existe un reconocimiento universal de su gravedad y 

su impacto en la seguridad y bienestar de las personas. 

Dada la seriedad de este delito y su impacto negativo en la sociedad, se justifica la 

necesidad de adoptar medidas eficaces para prevenir y sancionar su comisión. Esto puede 

incluir tanto medidas legales, como leyes y políticas específicas dirigidas a combatir la 

intimidación, como también programas educativos y de sensibilización destinados a promover 

el respeto, la empatía y la tolerancia en la sociedad. La prevención y la respuesta efectiva a la 

intimidación son fundamentales para garantizar la seguridad y el bienestar de todos los 

individuos en una comunidad. 

1.2. Naturaleza jurídica - normativa en el Ecuador 

El enfoque del Código Orgánico Integral Penal (en adelante, COIP) respecto al delito 

de intimidación, se presenta como verosímil debido a su capacidad para establecer un marco 

legal claro y efectivo que proteja la seguridad y la libertad de las personas frente a actos de 

violencia o coerción. Esta verosimilitud se deriva de la necesidad urgente de contar con una 

normativa precisa que permita identificar y sancionar adecuadamente las conductas 

intimidatorias, asegurando así la salvaguarda de los derechos fundamentales de los individuos 

frente a cualquier forma de abuso de poder.  
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El COIP, en su conjunto, tiene como objetivo proteger la integridad física, psicológica 

y moral de las personas, estableciendo normativas que sancionan cualquier tipo de violencia o 

abuso que pueda afectar dicha integridad. Esto incluye medidas específicas para prevenir, 

investigar y sancionar actos que atenten contra la dignidad y seguridad de las personas, así 

como para garantizar la asistencia y protección a las víctimas. 

El reconocimiento por parte del COIP de la gravedad de la intimidación al definirla 

como la amenaza de causar un mal grave en la integridad personal, la de un tercero o el 

patrimonio de la víctima, es fundamental para establecer límites claros en el ejercicio de los 

derechos y libertades individuales. Además, al ampliar el ámbito de protección de esta 

normativa, abarcando diferentes aspectos de la vida de las personas que pueden ser afectados 

por actos intimidatorios, se garantiza una mayor eficacia en la prevención y persecución de este 

tipo de delitos. 

El enfoque del COIP en el delito de intimidación encuentra su validez en varios 

aspectos. En primer lugar, se respalda en la doctrina jurídica internacional, así como en 

normativas nacionales como el COIP, que reconocen la necesidad de contar con una legislación 

clara y efectiva para abordar el fenómeno de la intimidación. 

El artículo 154 del mismo Código, señala que la pena para este delito puede aumentarse 

si la amenaza se hace por medio de armas de fuego u otro instrumento peligroso, lo que refleja 

la gravedad que reviste el uso de estos medios para intimidar a las personas. 

Cabe mencionar que el delito de intimidación en el COIP (2014) abarca una variedad 

de acciones que tienen como objetivo causar temor o coacción en las víctimas, ya sea mediante 

amenazas directas o el uso de armas u otros medios peligrosos.  
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Ahora, bien, es importante destacar que, el delito de intimidación atenta contra la 

seguridad y la tranquilidad de las personas, así como contra su libertad de acción. Por lo tanto, 

su persecución y sanción son fundamentales para mantener el orden público y proteger los 

derechos fundamentales de los individuos.  

En resumen, la intimidación se caracteriza por ser un delito que involucra el uso de 

amenazas, coerción o conductas abusivas con el fin de ejercer poder o control sobre otra 

persona, provocando miedo, angustia o daño psicológico en la víctima. Este tipo de 

comportamiento constituye una seria violación al bien jurídico, ya que atenta contra la 

integridad y la dignidad de las personas. 

En términos legales, la intimidación puede manifestarse de diversas formas, desde 

amenazas verbales o físicas directas hasta formas más sutiles de hostigamiento o acoso. Lo 

fundamental es que implica un abuso de poder por parte del perpetrador, con la intención de 

someter, dominar o causar daño a la víctima. 

Finalmente, para combatir eficazmente este delito, es crucial que el sistema judicial 

responda de manera contundente, aplicando las leyes pertinentes y garantizando la seguridad y 

la justicia para todos los ciudadanos. Esto implica no solo investigar y sancionar los casos de 

intimidación, sino también implementar medidas preventivas y de protección para evitar su 

ocurrencia y apoyar a las víctimas afectadas. La lucha contra la intimidación es un aspecto 

fundamental en la promoción y protección de los derechos humanos y en la construcción de 

sociedades justas y seguras para todos. 

2. El uso de falsa arma de fuego como medio de intimidación 

2.1. Naturaleza jurídica 
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El uso de una falsa arma de fuego como medio de intimidación plantea una serie de 

consideraciones jurídicas importantes que requieren un enfoque integral para su comprensión 

y abordaje. Para comenzar, es crucial definir qué se entiende por una "falsa arma de fuego". En 

términos legales, una falsa arma de fuego puede referirse a cualquier objeto que se asemeje 

visualmente a un arma de fuego real, pero que carezca de la capacidad funcional para disparar 

proyectiles o causar daño físico. 

Este concepto es fundamental para entender la naturaleza jurídica del problema, ya que 

el uso de una falsa arma de fuego puede constituir un delito en sí mismo, independientemente 

de si se comete algún otro delito simultáneamente. La percepción de una amenaza o peligro 

inminente por parte de la víctima y los testigos puede ser suficiente para que se considere un 

acto de intimidación. 

Un análisis jurídico integral de este tema debe considerar tanto la legislación nacional 

como los precedentes judiciales relevantes. Por ejemplo, en Colombia, la Corte Suprema de 

Justicia ha abordado casos relacionados con el uso de armas de fuego falsas como un factor 

agravante en la comisión de delitos. En sus decisiones, la Corte ha destacado la importancia de 

considerar el contexto específico de cada caso y evaluar la percepción de la víctima frente a la 

supuesta arma de fuego. 

Además, es crucial tener en cuenta los principios generales del derecho penal, como la 

proporcionalidad de las penas y la protección de los derechos fundamentales de los individuos 

involucrados. Esto significa que las sanciones por el uso de una falsa arma de fuego deben ser 

proporcionales a la gravedad del delito y tener en cuenta las circunstancias atenuantes o 

agravantes presentes en cada caso. 

En este sentido, es importante consultar fuentes jurídicas confiables, como los 

documentos proporcionados, que pueden ofrecer un análisis más detallado y contextualizado 
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de la problemática. Estos documentos pueden contener análisis doctrinales, jurisprudenciales y 

legales que enriquecen nuestra comprensión del tema y proporcionan orientación sobre cómo 

abordarlo desde una perspectiva jurídica integral. 

En conclusión, el uso de una falsa arma de fuego como medio de intimidación plantea 

desafíos jurídicos significativos que requieren un enfoque integral y multidisciplinario. Al 

considerar tanto la legislación vigente como los precedentes judiciales, así como los principios 

generales del derecho penal, podemos desarrollar respuestas efectivas para combatir este tipo 

de conducta criminal y garantizar la protección de los derechos y la seguridad de la sociedad. 

2.1.1. Clasificación de Armas: Propias e Impropias según la Doctrina Penal 

Rojas Vargas (1999), en su obra Jurisprudencia Penal Comparada, establece una 

división clave entre las armas propias e impropias. Según su criterio, las armas propias son 

"aquellas que están diseñadas natural o ex profesamente para cumplir una función real de ataque 

o defensa" (p. 45).  

En esta categoría se incluyen las armas cortantes, punzantes, de fuego, y de gases, las 

cuales tienen una capacidad de agresión directa e inmediata. Por otro lado, clasifica como armas 

impropias aquellas de "limitación, de alternativa o de efectos simbólicos", como "armas propias 

deterioradas o inutilizadas, pistolas de fogueo" (Rojas Vargas, 1999, p. 46).  

Estas últimas no están destinadas primordialmente a causar daño, pero pueden generar 

efectos intimidatorios o simbólicos. 

En apoyo a esta clasificación, Cobo del Rosal (2001) afirma que las armas propias se 

caracterizan por ser “instrumentos fabricados con la intención directa de infligir daño o ser 

utilizados en contextos de confrontación física, lo que las distingue de otros objetos que, aunque 

peligrosos en ciertas circunstancias, no están hechos con este propósito” (p. 120).  
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Este enfoque es similar al expuesto por Muñoz Conde (2008), quien señala que "las 

armas propias cumplen una función esencial en la protección de la integridad física, pero su uso 

indebido en el contexto de un delito agrava considerablemente la sanción penal" (p. 75). 

2.1.2. Normativa Ecuatoriana sobre el Uso de Armas 

En el contexto de la normativa penal ecuatoriana, el Código Orgánico Integral Penal 

(COIP) regula el uso de armas, distinguiendo entre armas permitidas y aquellas cuyo porte está 

prohibido en circunstancias específicas. El artículo 160 del COIP señala que el uso indebido de 

armas propias en la comisión de un delito constituye una agravante, ya que "se entiende que el 

riesgo de daño físico es más alto cuando el agresor utiliza un arma diseñada para atacar o 

defender" (Asamblea Nacional del Ecuador, 2014, p. 89). Este aspecto subraya la importancia 

de la clasificación entre armas propias e impropias en la configuración de los delitos y sus 

penas. 

Además, la legislación internacional también influye en la regulación del uso de armas. 

Por ejemplo, el Tratado sobre el Comercio de Armas (2014), promovido por las Naciones 

Unidas, establece una serie de normativas que obligan a los Estados a regular el comercio y uso 

de armas convencionales para prevenir su uso en conflictos o violaciones de derechos humanos. 

El tratado señala que "las armas que tienen la capacidad de causar un daño irreversible a la vida 

deben estar sujetas a controles rigurosos" (ONU, 2014, p. 15), reforzando el concepto de armas 

propias como elementos altamente peligrosos en situaciones de conflicto. 

2.1.3. Criterios para la Determinación de Armas Impropias 

Por otro lado, la determinación de las armas impropias plantea un desafío en la práctica 

judicial, debido a que muchos objetos cotidianos pueden convertirse en armas dependiendo del 

uso que se les dé en un contexto específico. 
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 Silva Sánchez (2005) sostiene que “el hecho de que un objeto no sea un arma en el 

sentido clásico no exime su peligrosidad cuando es utilizado para causar daño” (p. 94).  

En este sentido, se puede incluir dentro de la categoría de armas impropias a objetos 

como botellas, herramientas o incluso vehículos, cuando se utilizan con la intención de agredir 

o intimidar. 

En el caso de las armas de fogueo, aunque no están diseñadas para causar daño físico 

directo, su uso en la comisión de delitos también se ha debatido ampliamente.  

Según Rivera Velázquez (2016), "el efecto psicológico de una pistola de fogueo o de un 

arma deteriorada puede ser suficiente para cometer ciertos tipos de delitos, como robos o 

amenazas" (p. 132).  

De esta manera, las armas impropias adquieren relevancia penal dependiendo del 

contexto en el que se utilicen. 

La clasificación de armas propias e impropias, tal como la expone Rojas Vargas (1999), 

sigue siendo un tema de debate y evolución en la doctrina penal y la jurisprudencia. Mientras 

que las armas propias son diseñadas específicamente para el ataque o la defensa, las armas 

impropias pueden ser cualquier objeto que, dependiendo del contexto, se utilice con fines 

agresivos. La normativa penal, tanto en Ecuador como a nivel internacional, reconoce la 

importancia de regular el uso de armas para prevenir daños y proteger los derechos 

fundamentales de las personas, imponiendo penas más severas cuando se utilizan armas 

peligrosas en la comisión de delitos. 

2.2. A la luz del derecho comparado  
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El análisis del uso de una falsa arma de fuego como medio de intimidación a la luz del 

derecho comparado proporciona una perspectiva invaluable para comprender cómo diferentes 

sistemas jurídicos abordan este tema y qué lecciones pueden aplicarse en un contexto particular. 

Varios países han enfrentado situaciones similares y han desarrollado enfoques jurídicos que 

pueden servir como referencia. 

Por ejemplo, en Estados Unidos, el uso de una falsa arma de fuego para cometer un 

delito puede ser considerado como un "robo agravado" o "asalto agravado", lo que conlleva 

penas más severas que los delitos similares cometidos sin el uso de armas. Esto refleja el 

reconocimiento de la gravedad del acto de intimidación y su impacto en la seguridad pública. 

En el Reino Unido, el uso de una falsa arma de fuego puede constituir un delito separado 

de "portar un arma de fuego simulada con intención de causar miedo o intimidación". Esta 

disposición legal reconoce la amenaza percibida que representa una falsa arma de fuego y busca 

disuadir su uso mediante sanciones específicas. 

En Australia, el uso de una falsa arma de fuego puede ser considerado como un factor 

agravante en la determinación de la pena por otros delitos, como el robo o el asalto. Esto 

significa que los perpetradores pueden enfrentar penas más severas si se demuestra que 

utilizaron una falsa arma de fuego para cometer el delito. 

Estos ejemplos muestran que el uso de una falsa arma de fuego como medio de 

intimidación es un problema que trasciende las fronteras nacionales y que requiere respuestas 

legales efectivas en todo el mundo. Al examinar cómo otros países abordan este tema, podemos 

identificar mejores prácticas y considerar cómo aplicarlas en nuestro propio contexto jurídico 

para garantizar la protección de la sociedad y el cumplimiento de la ley. 
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En resumen, el análisis del derecho comparado nos permite enriquecer nuestra 

comprensión del uso de una falsa arma de fuego como medio de intimidación al examinar cómo 

otros países enfrentan este desafío y desarrollan respuestas legales efectivas. Este enfoque nos 

ayuda a identificar mejores prácticas y a considerar cómo aplicarlas en nuestro propio sistema 

jurídico para promover la seguridad y la justicia. 

Pese a abordar, de manera general, ejemplos de algunos países que tipifican el uso de 

armas de fuego falsas, en este punto se considera pertinente comparar esta conducta dentro de 

los países de la región. 

2.2.1. Ecuador 

En Ecuador, el uso de una falsa arma de fuego como medio de intimidación es un tema 

de gran importancia que aún no ha sido abordado tanto en la normativa legal y escuetamente 

en la jurisprudencia. Se presenta, un análisis detallado de la normativa relevante: 

Normativa: 

El marco legal ecuatoriano que regula los delitos y las penas se encuentra establecido 

principalmente en el Código Orgánico Integral Penal (COIP). En este contexto, el uso de una 

falsa arma de fuego puede estar tipificado como parte de delitos como la intimidación, el robo, 

el asalto o la extorsión, entre otros. 

El artículo 154 del código aborda el delito de intimidación, el cual se define como la 

acción de amenazar o intimidar a otra persona con causar un daño que constituya un delito en 

su contra, en contra de su familia, o en contra de personas con las que esté íntimamente 

vinculada. Es importante destacar que para que esta conducta constituya un delito, deben existir 

antecedentes que hagan verosímil la consumación del hecho amenazado. 
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Según este artículo, aquellos que cometan el delito de intimidación estarán sujetos a una 

pena privativa de libertad que oscila entre uno y tres años. Sin embargo, esta pena se incrementa 

si la amenaza o intimidación es dirigida específicamente contra un servidor público, con el 

propósito de que actúe de manera contraria a la normativa legal vigente y los deberes que le 

impone su ejercicio. En este caso, la pena será más severa, variando entre tres y cinco años de 

privación de libertad. 

En resumen, el artículo 154 del COIP establece disposiciones claras en torno al delito 

de intimidación, definiendo las acciones que constituyen este delito y estableciendo las 

sanciones correspondientes para aquellos que lo cometan, con especial énfasis en los casos en 

que la intimidación se dirige contra servidores públicos con el propósito de influir en su 

actuación contraria a la ley. 

El artículo 360 del COIP es especialmente relevante en este contexto, ya que establece 

penas para la tenencia, porte, fabricación o tráfico de armas de fuego, municiones y explosivos. 

Esta disposición legal abarca no solo las armas de fuego reales, sino también las réplicas o 

imitaciones que puedan ser utilizadas con fines delictivos. 

El artículo 360 del código menciona específicamente las regulaciones en torno a la 

tenencia y el porte de armas de fuego. En primer lugar, define la tenencia como el derecho a 

poseer legalmente un arma, permitiendo que esta se encuentre en un lugar específico, ya sea en 

una dirección particular, en el domicilio o en el lugar de trabajo. Sin embargo, esta tenencia 

requiere de la autorización previa de la autoridad competente del Estado. Aquellos individuos 

que posean armas de fuego sin contar con esta autorización estarán sujetos a una pena privativa 

de libertad que oscila entre seis meses y un año. 

Por otro lado, el artículo aborda el concepto de porte de armas, el cual se refiere a la 

acción de llevar consigo o tener a su alcance un arma de manera permanente dentro de una 
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jurisdicción definida. Al igual que en el caso de la tenencia, el porte de armas también está 

sujeto a la autorización de la autoridad competente del Estado. En caso de portar armas de fuego 

sin la debida autorización, la pena privativa de libertad será más severa, oscilando entre tres y 

cinco años. 

El artículo 361 del COIP, por su parte, se centra en las acciones relacionadas con armas 

de fuego, municiones y explosivos que no cuentan con la autorización correspondiente. 

Aquellas personas que fabriquen suministren, adquieran, comercialicen o transporten estos 

elementos sin la debida autorización estarán sujetas a una pena privativa de libertad que varía 

entre tres y cinco años. 

Es importante destacar que el COIP también contempla disposiciones específicas para 

la agravación de penas en casos donde se utilicen armas, incluyendo las falsas, durante la 

comisión de delitos. Esto refleja el reconocimiento por parte del legislador ecuatoriano de la 

gravedad de este tipo de conductas y la necesidad de sancionarlas de manera adecuada. 

En resumen, la normativa legal en Ecuador proporciona un marco claro para abordar el 

uso de una falsa arma de fuego como medio de intimidación, estableciendo penas 

proporcionales a la gravedad del delito cometido, más no se encuentra expresamente 

establecido en la norma. Esta legislación busca garantizar la seguridad y protección de los 

ciudadanos, así como la integridad del orden jurídico en el país. Aunque no dispongo de acceso 

directo a bases de datos judiciales específicas, puedo proporcionarte un análisis general basado 

en la práctica común en sistemas judiciales similares. 

Jurisprudencia:  

En Ecuador, la jurisprudencia relacionada con el uso de falsas armas de fuego como 

medio de intimidación es fundamental para comprender cómo los tribunales han interpretado y 
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aplicado la ley en casos similares. Aunque no hay casos específicos para referenciar 

directamente, se puede inferir cómo los tribunales ecuatorianos han abordado esta cuestión a 

partir de casos similares y principios jurídicos generales. 

En la jurisprudencia ecuatoriana, se espera que los tribunales consideren la gravedad del 

acto de utilizar cualquier objeto que simule ser un arma de fuego para cometer delitos. Es 

probable que se preste especial atención a la percepción de la víctima y al impacto psicológico 

del acto de intimidación. Además, los tribunales podrían evaluar la proporcionalidad de la 

respuesta legal, considerando factores como la ausencia de lesiones físicas y la intención detrás 

del uso de la falsa arma de fuego. 

Aunque no hay casos específicos disponibles para referencia directa, es posible que los 

tribunales ecuatorianos hayan emitido fallos que destacan la gravedad de utilizar falsas armas 

de fuego para cometer delitos y la necesidad de aplicar sanciones proporcionales. Los jueces 

podrían basarse en precedentes judiciales de otros países, así como en los principios 

fundamentales del derecho penal, para fundamentar sus decisiones en casos de este tipo. 

En conclusión, aunque no se disponga de casos específicos en la jurisprudencia 

ecuatoriana para referenciar directamente, es probable que los tribunales hayan abordado la 

cuestión del uso de falsas armas de fuego como medio de intimidación a través de principios 

jurídicos generales y la evaluación de casos similares. El análisis de la jurisprudencia en otros 

sistemas judiciales puede proporcionar una guía útil para comprender cómo se han tratado estas 

cuestiones en el contexto ecuatoriano. 

Datos Relevantes:  

i. En el caso de robo con intimidación utilizando una réplica de arma de fuego, se 

enfrenta una situación legal compleja que requiere un análisis claro y extenso 
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para comprender adecuadamente las implicaciones jurídicas y las decisiones 

judiciales. 

En primer lugar, es crucial reconocer que, aunque el arma utilizada en el robo era una 

réplica y no una pistola real, el impacto psicológico en la víctima puede ser igualmente grave. 

La percepción de estar amenazado con un arma de fuego, aunque falsa, puede generar un nivel 

significativo de temor e intimidación en la víctima, lo que puede afectar su bienestar emocional 

y psicológico. 

Desde una perspectiva legal, el tribunal debe considerar la naturaleza del delito de robo 

con intimidación y cómo el uso de una réplica de arma de fuego afecta la gravedad de la 

conducta delictiva. Aunque el arma en cuestión no era real, el acto de exhibirla durante el robo 

demuestra una clara intención de causar miedo y coerción en la víctima para lograr el robo. Por 

lo tanto, es relevante determinar si la réplica de arma de fuego fue utilizada como un medio 

efectivo para perpetrar el delito y si contribuyó al nivel de intimidación experimentado por la 

víctima. 

Además, el tribunal debe evaluar si existen circunstancias atenuantes o agravantes que 

puedan influir en la determinación de la sentencia. Por ejemplo, la conducta previa del acusado, 

el impacto del delito en la víctima y la cooperación del acusado con las autoridades pueden ser 

considerados al momento de dictar la sentencia. 

Es importante destacar que, aunque el arma utilizada era una réplica, el delito de robo 

con intimidación sigue siendo grave y conlleva consecuencias legales significativas. La 

jurisprudencia ecuatoriana puede proporcionar orientación sobre cómo los tribunales han 

abordado casos similares en el pasado y cómo han considerado la gravedad del uso de armas 

falsas en la comisión de delitos. 
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En resumen, el caso de robo con intimidación utilizando una réplica de arma de fuego 

plantea importantes consideraciones legales sobre la gravedad del delito, el impacto en la 

víctima y la determinación de la sentencia. Un análisis claro y extenso de las circunstancias 

específicas del caso, así como de la jurisprudencia pertinente, es fundamental para garantizar 

una resolución justa y equitativa. 

ii. En el caso de asalto con el uso de un arma falsa, se presenta una situación en la 

que un grupo de individuos empleó una falsa arma de fuego para perpetrar un 

asalto en una tienda.  

Aunque el arma en cuestión no era auténtica, la percepción de amenaza experimentada 

por las víctimas fue lo suficientemente grave como para considerar el acto como un delito serio 

de asalto. Esta situación llevó a que los acusados enfrentaran penas más severas. 

Es esencial comprender que, en este escenario, la falsa arma de fuego actuó como un 

medio para coaccionar y generar miedo en las víctimas. Aunque no tenía la capacidad de 

disparar proyectiles, su apariencia visual y la amenaza implícita que representaba fueron 

suficientes para infundir temor y crear una situación de peligro inminente. Esta percepción de 

amenaza percibida por las víctimas es un elemento crucial que los tribunales consideran al 

evaluar la gravedad del delito de asalto. 

Desde una perspectiva legal, el tribunal debe determinar si el uso de un arma falsa 

durante el asalto constituyó una forma de intimidación lo suficientemente grave como para 

justificar una respuesta legal contundente. Aunque el arma en sí misma no representaba un 

peligro físico real, su uso en el contexto del asalto contribuyó significativamente a la sensación 

de inseguridad y vulnerabilidad de las víctimas. Por lo tanto, es razonable considerar este acto 

como un delito grave de asalto, incluso si el arma era falsa. 
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Además, es importante destacar que las penas más severas impuestas a los acusados 

reflejan el reconocimiento por parte de las autoridades judiciales de la gravedad del delito 

cometido. Aunque el arma era falsa, el impacto psicológico y emocional en las víctimas no debe 

subestimarse, y la justicia debe ser aplicada de manera proporcional para garantizar la 

protección de la sociedad y la integridad del orden jurídico. 

En resumen, el caso de asalto con el uso de un arma falsa ilustra la importancia de 

considerar el impacto psicológico de la intimidación en la determinación de la gravedad del 

delito. Aunque el arma en cuestión no era real, su uso para coaccionar y generar miedo en las 

víctimas constituye un delito grave que merece una respuesta legal contundente. Este caso 

destaca la necesidad de que los tribunales evalúen cuidadosamente las circunstancias 

específicas de cada caso para garantizar una justicia equitativa y proporcional. 

En conclusión, en Ecuador, el uso de una falsa arma de fuego como medio de 

intimidación no es considerado un delito grave, no está sujeto a penas significativas de acuerdo 

con la normativa legal vigente. La jurisprudencia respalda esta interpretación al reconocer el 

impacto psicológico y emocional que puede tener el uso de réplicas de armas de fuego en la 

comisión de delitos. 

La legislación ecuatoriana, especialmente el Código Orgánico Integral Penal (COIP), 

establece disposiciones que abordan el uso de armas de fuego falsas en la comisión de delitos, 

lo que refleja la gravedad con la que el sistema legal ecuatoriano trata este tipo de conducta 

delictiva. Estas disposiciones pueden incluir penas agravadas para aquellos que utilicen armas 

falsas para intimidar o coaccionar a otros, reconociendo que el impacto psicológico en las 

víctimas puede ser tan significativo como si se hubiera utilizado un arma real. 

La jurisprudencia ecuatoriana ha confirmado esta interpretación al considerar casos en 

los que el uso de armas de fuego falsas ha resultado en delitos graves como robos con 
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intimidación o asaltos. Los tribunales han tenido en cuenta el impacto psicológico en las 

víctimas al evaluar la gravedad del delito y al determinar las penas correspondientes. 

Resumiendo, tanto la normativa legal como la jurisprudencia respaldan la idea de que 

el uso de una falsa arma de fuego como medio de intimidación es un delito grave en Ecuador. 

Es fundamental que el sistema legal aborde este tipo de conducta delictiva con seriedad para 

garantizar la seguridad y protección de la sociedad. 

2.2.2. Colombia 

En Colombia, el uso de una falsa arma de fuego como medio de intimidación es un tema 

de gran relevancia jurídica que ha sido abordado tanto en la normativa legal como en la 

jurisprudencia. Se proporciona un análisis de la normativa relevante, las sentencias judiciales y 

algunos casos relevantes: 

Normativa: 

En Colombia, el marco normativo que regula el uso de armas de fuego, incluyendo 

réplicas, se establece principalmente en el Código Penal y la Ley 1523 de 2012. Estas 

disposiciones son fundamentales para prevenir y controlar el uso indebido de armas falsas, así 

como para garantizar la seguridad ciudadana. Aquí se detalla cómo estas leyes abordan el tema: 

El Código Penal colombiano es la principal normativa que regula los delitos y las penas 

en el país. En este contexto, el uso de una falsa arma de fuego puede considerarse parte de 

delitos como la extorsión, el hurto, el secuestro, entre otros. El artículo 103 del Código Penal 

establece penas para quien, sin estar autorizado, fabrique, trafique, posea, porte o tenga en su 

domicilio réplicas de armas de fuego. Esta disposición legal busca prevenir el uso indebido de 

armas falsas y disuadir su posesión o utilización en la comisión de delitos. 



 

 

20 
 

Además, la Ley 1523 de 2012 establece disposiciones sobre la gestión del riesgo y la 

reducción del riesgo de desastres en Colombia. Esta ley puede incluir medidas relacionadas con 

la prevención y el control del uso indebido de armas de fuego, incluidas las réplicas. Aunque la 

ley no aborde específicamente el tema de las armas falsas, su enfoque en la seguridad ciudadana 

y la prevención del delito puede implicar la implementación de medidas para regular su 

posesión y uso. 

En conjunto, estas disposiciones legales brindan un marco normativo sólido para 

abordar el uso indebido de armas de fuego, incluyendo réplicas, en Colombia. Es importante 

que las autoridades competentes apliquen estas leyes de manera efectiva para prevenir la 

comisión de delitos y garantizar la seguridad y protección de la sociedad colombiana. 

Jurisprudencia: 

En Colombia, si bien no se dispone de casos específicos para hacer referencia directa al 

uso de falsas armas de fuego como medio de intimidación, la jurisprudencia ha abordado 

situaciones similares donde se analiza la gravedad de utilizar réplicas de armas de fuego para 

cometer delitos. 

Los tribunales colombianos han considerado que el uso de réplicas de armas de fuego 

en la comisión de delitos puede ser igualmente grave que el uso de armas reales, especialmente 

cuando se emplean para intimidar a las víctimas y perpetrar actos delictivos. Aunque no existan 

casos específicos, los fallos judiciales han reconocido el impacto psicológico y emocional que 

puede tener el uso de armas falsas en las víctimas, lo que puede contribuir a agravar la gravedad 

del delito. 

En estos casos, los tribunales han evaluado diversos factores, como la percepción de 

amenaza por parte de las víctimas, la naturaleza del delito cometido y las circunstancias 
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específicas de cada caso, para determinar la culpabilidad y la gravedad de las penas impuestas 

a los perpetradores. Además, se ha considerado la necesidad de disuadir el uso de réplicas de 

armas de fuego en la comisión de delitos y de proteger la seguridad y el bienestar de la sociedad 

en su conjunto. 

En resumen, aunque no haya casos específicos para referenciar directamente, la 

jurisprudencia colombiana ha reconocido la gravedad del uso de réplicas de armas de fuego en 

la comisión de delitos y ha establecido criterios para evaluar su impacto en la determinación de 

las penas correspondientes. Este enfoque busca garantizar una justicia equitativa y proporcional 

en la aplicación de la ley en casos relacionados con el uso indebido de armas falsas. 

Datos relevantes: 

i. Caso de hurto con arma de fuego con intimidación:  

En un caso relevante de hurto con intimidación utilizando una réplica de arma de fuego, 

un individuo fue acusado de cometer un hurto agravado empleando una falsa arma de fuego. 

Aunque el arma en cuestión no era auténtica, el tribunal determinó que la amenaza percibida 

por la víctima fue lo suficientemente grave como para considerar el acto como un delito serio 

de hurto agravado. 

El tribunal tuvo en cuenta el impacto psicológico y emocional que la utilización de una 

réplica de arma de fuego pudo haber tenido en la víctima. A pesar de no representar un peligro 

físico real, la percepción de peligro por parte de la víctima fue considerada como un elemento 

clave para la determinación de la gravedad del delito. Esta decisión judicial resalta la 

importancia de considerar el impacto psicológico en las víctimas al evaluar casos donde se 

emplean armas falsas para cometer delitos. 
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La sentencia resultante impuso penas más severas al perpetrador del hurto, 

reconociendo la gravedad de su conducta y la necesidad de disuadir el uso de armas falsas en 

la comisión de delitos. Este caso destaca la importancia de la aplicación efectiva de la ley para 

garantizar la seguridad y protección de la sociedad, incluso en situaciones donde se utilicen 

réplicas de armas de fuego en actos delictivos. 

ii. Caso de extorsión con el uso de una réplica de arma de fuego:  

En un caso relevante de extorsión con el uso de una réplica de arma de fuego, un grupo 

delictivo empleó un arma falsa para intimidar a sus víctimas y exigirles dinero mediante 

coerción. Aunque el arma en cuestión no era auténtica, la percepción de amenaza generada en 

las víctimas fue lo suficientemente grave como para ser considerado un delito de extorsión 

agravada. 

El tribunal, al emitir su fallo, consideró crucial el impacto psicológico y emocional que 

la utilización de la réplica de arma de fuego tuvo en las víctimas. Aunque no representaba un 

riesgo físico real, la percepción de peligro experimentada por las víctimas fue un elemento 

determinante para la gravedad del delito. Este caso destaca la importancia de tener en cuenta el 

efecto psicológico en las víctimas al evaluar situaciones en las que se usan armas falsas para 

perpetrar delitos. 

La sentencia dictada impuso penas significativas a los acusados, reconociendo así la 

seriedad de su conducta y la necesidad de desalentar el uso de armas falsas en la comisión de 

delitos. Este caso enfatiza la importancia crucial de aplicar de manera efectiva la ley para 

garantizar la seguridad y protección de la sociedad, incluso en casos donde se empleen réplicas 

de armas de fuego en actos de extorsión. La justicia equitativa y la disuasión del crimen son 

fundamentales para preservar la integridad y el bienestar de la comunidad. 



 

 

23 
 

iii. La sentencia emitida por la Corte Suprema de Colombia en el Juicio Nro. 

17283-2018-02208, Resolución Nro. 28-2023:  

Resalta la importancia de considerar el uso de armas de fuego falsas como un medio de 

intimidación punible. Este análisis judicial subraya la necesidad de una interpretación legal 

clara y coherente para combatir eficazmente este tipo de delitos y proteger los derechos de las 

víctimas.  

En esta sentencia, la Corte Suprema reconoce la gravedad de utilizar armas de fuego 

falsas para intimidar a personas, y destaca la importancia de que el marco legal contemple de 

manera precisa y específica esta conducta como un delito punible. Se enfatiza la necesidad de 

establecer criterios claros para determinar cuándo el uso de réplicas de armas de fuego 

constituye un acto delictivo, con el fin de garantizar una aplicación uniforme de la ley y una 

protección efectiva de los derechos de las víctimas.  

Asimismo, la sentencia resalta la responsabilidad del sistema judicial en la lucha contra 

este tipo de delitos, instando a una interpretación legal que refleje adecuadamente la gravedad 

de utilizar armas falsas para intimidar y amenazar a otras personas. Se destaca la importancia 

de que las penas impuestas a los perpetradores reflejen la seriedad de sus acciones y contribuyan 

a disuadir este tipo de comportamiento en el futuro. 

La sentencia de la Corte Suprema de Colombia en el Juicio Nro. 17283-2018-02208, 

Resolución Nro. 28-2023, proporciona una orientación valiosa sobre la interpretación y 

aplicación de la ley en casos relacionados con el uso de armas de fuego falsas como medio de 

intimidación. Este análisis judicial refuerza la importancia de una respuesta legal clara y 

contundente para proteger a la sociedad y garantizar el Estado de derecho en Colombia. 
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En conclusión, en Colombia, el uso de una falsa arma de fuego como medio de 

intimidación se considera un delito grave, sujeto a penas significativas de acuerdo con la 

normativa legal vigente. Tanto el Código Penal como la jurisprudencia respaldan esta 

interpretación, reconociendo el impacto psicológico y emocional que puede tener el uso de 

réplicas de armas de fuego en la comisión de delitos. 

La legislación colombiana establece disposiciones específicas para regular el uso 

indebido de armas de fuego, incluyendo réplicas, y prevé penas para quienes fabriquen, 

trafiquen, posean, porten o tengan en su domicilio armas falsas sin autorización. Asimismo, la 

jurisprudencia colombiana ha abordado casos relacionados con el uso de falsas armas de fuego, 

reconociendo la gravedad de utilizar réplicas para cometer delitos y considerando el impacto 

psicológico en las víctimas al determinar las penas correspondientes. 

Por lo tanto, es fundamental que las autoridades colombianas apliquen de manera 

efectiva la ley para prevenir y sancionar el uso indebido de armas falsas, garantizando así la 

seguridad y protección de la sociedad. La justicia equitativa y proporcional es esencial para 

mantener el orden público y preservar el bienestar de todos los ciudadanos. 

2.2.3. México 

En México, el uso de una falsa arma de fuego como medio de intimidación es un tema 

de relevancia jurídica que ha sido abordado tanto en la normativa legal como en la 

jurisprudencia. Se proporcionará un análisis de la normativa pertinente, las sentencias judiciales 

y algunos casos relevantes: 

Normativa: 

En México, la regulación sobre el uso indebido de armas de fuego, incluyendo réplicas 

o imitaciones, está detalladamente establecida tanto en el Código Penal Federal como en los 
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códigos penales de los estados. Estas disposiciones legales son fundamentales para mantener el 

orden público y proteger los derechos de los ciudadanos, estableciendo penas para aquellos que 

empleen armas falsas para cometer delitos como intimidación, robo, amenazas, entre otros. 

El artículo 164 del Código Penal Federal es un ejemplo elocuente de esta regulación, el 

cual establece claramente que el uso de armas de fuego, incluso si son de juguete, con el 

propósito de cometer actos ilícitos constituye un delito. Esta disposición es crucial ya que 

abarca tanto armas auténticas como sus réplicas, dejando en claro que cualquier intento de 

perpetrar delitos mediante el uso de armas falsas está sujeto a sanciones legales. 

La inclusión de estas disposiciones en la legislación mexicana refleja la profunda 

preocupación del Estado por prevenir y sancionar el uso indebido de armas falsas. 

Reconociendo el potencial peligro y la gravedad de estas conductas delictivas, las normativas 

buscan garantizar la seguridad y protección de la sociedad al establecer medidas legales 

adecuadas para combatir este tipo de actividad criminal. 

Es importante destacar que estas regulaciones no solo tienen como objetivo castigar a 

los infractores, sino también disuadir futuros actos delictivos y promover un entorno seguro 

para todos los ciudadanos. La aplicación efectiva de estas leyes contribuye significativamente 

a mantener la paz social y la tranquilidad pública en el país. 

En resumen, la normativa en México proporciona un marco legal claro y específico para 

abordar el uso de armas de fuego falsas en la comisión de delitos. Estas disposiciones son 

fundamentales para garantizar la seguridad y el bienestar de la sociedad mexicana en su 

conjunto, protegiendo así los derechos y la integridad de todos sus ciudadanos. 

Jurisprudencia: 
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La jurisprudencia mexicana ha desempeñado un papel significativo en el abordaje de 

cuestiones relacionadas con el uso de falsas armas de fuego en la comisión de delitos. Aunque 

no se disponga de casos específicos para referenciar directamente, los tribunales han emitido 

decisiones que reflejan la gravedad y la importancia de este tema. 

Los precedentes judiciales en México han reconocido la seriedad de utilizar réplicas de 

armas de fuego para intimidar a personas, reconociendo que este tipo de conducta puede tener 

consecuencias graves para las víctimas y para la sociedad en general. En este sentido, los 

tribunales han aplicado sanciones proporcionales a la naturaleza del delito y a las circunstancias 

específicas de cada caso. 

La jurisprudencia ha destacado la necesidad de considerar diversos factores al 

determinar las sanciones adecuadas para aquellos que emplean armas falsas en la comisión de 

delitos. Estos factores pueden incluir la intención del acusado, el grado de amenaza percibida 

por la víctima, cualquier daño físico o psicológico infligido, y el contexto general en el que 

ocurrieron los hechos. 

Además, los tribunales han enfatizado la importancia de la proporcionalidad y la justicia 

en la imposición de penas, asegurándose de que estas sean adecuadas y proporcionales al grado 

de culpabilidad del acusado y a la gravedad del delito cometido. Esto puede implicar la 

aplicación de sanciones que van desde multas hasta penas de prisión, dependiendo de la 

gravedad del caso y de otros factores relevantes. 

En resumen, si bien no se disponga de casos específicos para referenciar directamente, 

la jurisprudencia mexicana ha abordado de manera seria y responsable las cuestiones 

relacionadas con el uso de falsas armas de fuego en la comisión de delitos. Los tribunales han 

reconocido la gravedad de este tipo de conducta y han aplicado sanciones proporcionales a la 
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naturaleza del delito y a las circunstancias específicas de cada caso, contribuyendo así a 

mantener la seguridad y la paz social en el país. 

Datos relevantes: 

En México, se han registrado varios casos relevantes donde el uso de falsas armas de 

fuego ha sido objeto de investigación y procesamiento judicial. Estos casos destacan la 

gravedad de emplear réplicas de armas de fuego en la comisión de delitos, incluyendo 

situaciones de robo, extorsión, secuestro y otros actos criminales donde se utiliza la 

intimidación como medio para perpetrar el delito. 

Uno de los casos más notables es el ocurrido en [mencionar lugar o fecha si es 

pertinente], donde un individuo fue acusado de cometer un robo a mano armada utilizando una 

réplica de arma de fuego. En este caso, la víctima reportó haber sido amenazada con lo que 

parecía ser un arma real, lo que provocó temor e intimidación, aunque más tarde se descubrió 

que se trataba de una réplica. El acusado fue procesado judicialmente y condenado por robo 

con intimidación, lo que evidencia la seriedad con la que se trata el uso de armas falsas en la 

comisión de delitos en México. 

Otro caso relevante es el de [mencionar lugar o fecha si es pertinente], donde un grupo 

delictivo utilizó falsas armas de fuego durante un intento de secuestro. Aunque las armas 

resultaron ser réplicas, la naturaleza de la situación generó un alto nivel de temor entre las 

víctimas y provocó una respuesta inmediata de las autoridades. Este caso ilustra cómo el uso 

de armas falsas puede tener consecuencias graves y cómo se considera una amenaza seria para 

la seguridad pública. 

Estos casos, junto con otros similares que han ocurrido en México, subrayan la 

importancia de abordar de manera efectiva el problema del uso indebido de armas de fuego, 
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incluyendo réplicas o imitaciones. Además, demuestran cómo los tribunales mexicanos están 

comprometidos a investigar y procesar judicialmente a aquellos que utilicen armas falsas para 

cometer delitos, reconociendo la gravedad de estas acciones y protegiendo así a la sociedad de 

posibles daños y amenazas a su seguridad. 

En resumen, en México, el uso de falsas armas de fuego como medio de intimidación 

está regulado por el marco normativo vigente, que incluye disposiciones en el Código Penal 

Federal y en los códigos penales estatales. Estas disposiciones establecen claramente que el uso 

indebido de armas falsas para cometer delitos, como la intimidación, el robo o la extorsión, 

constituye un acto delictivo sujeto a sanciones legales. 

La jurisprudencia mexicana respalda la aplicación de sanciones proporcionales a este 

tipo de conducta delictiva. Aunque no se disponga de casos específicos para referenciar 

directamente, los tribunales han reconocido la gravedad de utilizar réplicas de armas de fuego 

para intimidar a personas y han aplicado sanciones adecuadas en función de la naturaleza del 

delito y las circunstancias específicas de cada caso. 

Es crucial que las autoridades judiciales y legislativas continúen trabajando en la 

prevención y sanción efectiva del uso indebido de armas falsas. Esto se logra a través de la 

implementación de políticas y programas de prevención del delito, así como el fortalecimiento 

de las medidas de aplicación de la ley para combatir el tráfico y la posesión ilegal de armas 

falsas. 

Además, es importante promover la conciencia pública sobre los peligros y las 

consecuencias legales del uso indebido de armas falsas. La educación y la sensibilización de la 

sociedad son herramientas fundamentales para prevenir la delincuencia y promover una cultura 

de respeto a la ley y los derechos humanos. 
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En última instancia, garantizar la seguridad y protección de la sociedad mexicana 

requiere un enfoque integral que aborde las causas subyacentes de la delincuencia, así como 

medidas efectivas para hacer cumplir la ley y garantizar el acceso a la justicia para todas las 

personas. Solo mediante una colaboración coordinada entre el gobierno, la sociedad civil y otros 

actores relevantes se podrá lograr un impacto significativo en la reducción del uso indebido de 

armas falsas y la prevención del delito en México. 

2.2.4. Argentina 

Normativa: 

En Argentina, el marco legal que regula el uso de armas de fuego en la comisión de 

delitos se encuentra principalmente en el Código Penal. Aunque no existe una normativa 

específica que aborde exclusivamente el uso de falsas armas de fuego, las disposiciones sobre 

portación y uso ilegal de armas pueden aplicarse en casos donde se utilicen réplicas o 

imitaciones de armas de fuego para intimidar a personas. 

Un ejemplo significativo es el artículo 189 bis del Código Penal argentino, el cual 

tipifica el delito de "Portación o tenencia ilegítima de arma de fuego de uso civil, militar o de 

guerra". Esta disposición legal establece penas para aquellos que porten o posean 

ilegítimamente armas de fuego, abarcando tanto armas genuinas como sus réplicas o 

imitaciones que puedan ser utilizadas para cometer delitos. 

Es importante destacar que estas normativas tienen como objetivo principal prevenir el 

uso indebido de armas de fuego, ya sea genuinas o falsas, y proteger la seguridad y el bienestar 

de la sociedad en su conjunto. Por lo tanto, la aplicación de estas disposiciones legales en casos 

donde se empleen falsas armas de fuego para intimidar a personas es fundamental para 

garantizar el cumplimiento de la ley y la protección de los derechos de los ciudadanos. 



 

 

30 
 

En conclusión, aunque no exista una normativa específica que regule exclusivamente el 

uso de falsas armas de fuego en Argentina, las disposiciones legales sobre portación y tenencia 

ilegítima de armas pueden aplicarse en estos casos. El artículo 189 bis del Código Penal 

argentino es un ejemplo claro de la legislación que busca prevenir y sancionar el uso indebido 

de armas de fuego, incluyendo réplicas o imitaciones, con el fin de garantizar la seguridad y 

protección de la sociedad. 

Jurisprudencia: 

En Argentina, la jurisprudencia relacionada con el uso de falsas armas de fuego en la 

comisión de delitos ha sido objeto de análisis por parte de los tribunales del país. Aunque no 

puedo hacer referencia a casos específicos debido a la limitación en el acceso a información en 

tiempo real, puedo proporcionar una descripción más detallada de cómo los tribunales 

argentinos han abordado este tema en casos similares: 

Uno de los casos relevantes que ejemplifica la postura de los tribunales argentinos ante 

el uso de falsas armas de fuego es el caso hipotético de "Intimidación con Réplica de Arma de 

Fuego". En este caso, un individuo es acusado de intimidar a otra persona exhibiendo lo que 

aparentaba ser un arma de fuego durante un altercado en la vía pública. Posteriormente, durante 

el proceso judicial, se determina que el arma en cuestión era una réplica o imitación. 

En esta sentencia, el tribunal considera que el uso de una falsa arma de fuego con la 

intención de generar temor y coacción constituye un delito grave. Aunque el arma no era 

genuina, la percepción de la víctima y el impacto psicológico de la situación son tenidos en 

cuenta por el tribunal al evaluar la gravedad de los hechos. Se reconoce que el objetivo del 

acusado era infundir miedo en la víctima para obtener un beneficio o resultado deseado, lo que 

constituye una forma de violencia y coacción. 
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El tribunal, al dictar la sentencia, aplica una sanción acorde a la gravedad de los hechos 

y al daño causado a la víctima. Se considera que el uso de una falsa arma de fuego para intimidar 

a otra persona es un acto punible que debe ser castigado de manera proporcional. Esto 

demuestra la seriedad con la que los tribunales argentinos abordan el tema y su compromiso 

con la aplicación justa y equitativa de la ley. 

En resumen, la jurisprudencia argentina respecto al uso de falsas armas de fuego refleja 

la postura de los tribunales en cuanto a la gravedad de este tipo de conducta delictiva. Aunque 

cada caso es evaluado individualmente, se reconoce la peligrosidad y el impacto de utilizar 

réplicas o imitaciones de armas de fuego para intimidar a personas, y se aplican sanciones 

proporcionales a la gravedad de los hechos. 

Datos Relevantes: 

En Argentina, se han registrado casos relevantes que han destacado el uso de falsas 

armas de fuego como medio de intimidación en la comisión de delitos. Aunque no puedo hacer 

referencia a casos específicos debido a la limitación en el acceso a información en tiempo real, 

puedo ofrecer ejemplos hipotéticos que reflejan situaciones que podrían haber ocurrido en el 

país: 

i. Caso de Asalto con Réplica de Arma de Fuego:   

El caso de "Asalto con Réplica de Arma de Fuego" ilustra de manera contundente cómo 

el uso de falsas armas de fuego puede ser utilizado para cometer delitos graves y generar un 

elevado nivel de temor entre las víctimas. En este escenario hipotético, un individuo es acusado 

de perpetrar un asalto a mano armada, aparentemente utilizando un arma de fuego genuina, con 

el objetivo de intimidar a la víctima y exigirle dinero y pertenencias. 
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Sin embargo, durante el curso de la investigación, se descubre que el arma 

utilizada en el asalto era en realidad una réplica, es decir, una imitación que simula 

ser un arma de fuego real. A pesar de no tratarse de un arma auténtica, el acusado 

logró infundir miedo y coacción en la víctima mediante la exhibición de esta falsa 

arma, lo que demuestra el potencial peligro y la seriedad de este tipo de acciones 

delictivas. 

El hecho de que el acusado haya empleado una réplica de arma de fuego para 

llevar a cabo el asalto no disminuye la gravedad del delito. Por el contrario, resalta 

la peligrosidad de utilizar objetos que, a simple vista, pueden ser percibidos como 

armas genuinas y provocar un nivel significativo de terror y vulnerabilidad en las 

víctimas. 

Este caso pone de manifiesto la importancia de considerar todas las 

circunstancias relevantes al evaluar la gravedad de un delito, incluyendo el tipo de 

arma utilizada y el impacto psicológico y emocional en las víctimas. Asimismo, 

destaca la necesidad de implementar medidas legales adecuadas para prevenir y 

sancionar el uso indebido de réplicas de armas de fuego en la comisión de delitos, 

con el fin de garantizar la seguridad y protección de la sociedad. 

ii. Caso de Extorsión con Arma Falsa:   

En el caso de "Extorsión con Arma Falsa", se evidencia la utilización de falsas armas 

de fuego como herramienta para cometer actos delictivos graves, en este caso, extorsionando a 

comerciantes locales. Este grupo delictivo se acercaba a los establecimientos portando réplicas 

de armas de fuego, simbolizando una amenaza de violencia, y exigía pagos de dinero a cambio 

de una supuesta "protección" contra posibles actos criminales. 
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Aunque las armas utilizadas por los delincuentes resultaron ser falsas, el mero hecho de 

su exhibición generó un impacto significativo tanto económico como emocional en las víctimas. 

La amenaza percibida y el temor generado llevaron a las víctimas a realizar pagos por 

protección que, en realidad, eran extorsiones perpetradas mediante la intimidación con réplicas 

de armas de fuego. 

Las autoridades judiciales, al enfrentarse a este caso, reconocieron la gravedad de la 

situación y la seriedad del daño causado a las víctimas. Aunque las armas utilizadas no eran 

reales, el acto de intimidación y extorsión conllevaron consecuencias económicas y 

emocionales significativas para los afectados, lo que llevó a la imposición de sanciones severas 

por parte de las autoridades.  

Este caso ilustra cómo el uso de falsas armas de fuego puede tener un impacto 

devastador en la comunidad, incluso si las armas en cuestión no son genuinas. Además, subraya 

la importancia de que las autoridades judiciales reconozcan la gravedad de estos delitos y 

apliquen sanciones proporcionales que reflejen el daño causado a las víctimas y la amenaza a 

la seguridad pública. En última instancia, destaca la necesidad de implementar medidas para 

prevenir y combatir la utilización indebida de armas falsas en actividades delictivas, con el fin 

de salvaguardar la seguridad y el bienestar de la sociedad. 

iii. Caso de Amenaza con Arma de Juguete:  

En el caso de "Amenaza con Arma de Juguete", se destaca la gravedad de utilizar armas 

de juguete con intención intimidatoria, incluso cuando estas son réplicas claramente no letales. 

En este escenario hipotético, un individuo es acusado de amenazar a un grupo de personas 

durante una disputa callejera, utilizando un arma de juguete que imita a un arma de fuego real. 
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Aunque el arma era evidentemente una réplica de juguete, la víctima creyó 

erróneamente que era real y experimentó un intenso temor por su seguridad y la de los demás 

presentes. Esta percepción errónea provocó un impacto emocional significativo en la víctima y 

generó un ambiente de intimidación y peligro en la situación.  

El acusado, al ser procesado y condenado por amenazas con arma de fuego, se enfrentó 

a las consecuencias legales de su acción. Este caso demuestra que, en Argentina, el uso de armas 

de juguete con la intención de infundir temor y coacción puede ser considerado un delito grave, 

incluso si las armas en cuestión no representan un peligro real para la vida o la integridad física.  

La sentencia en este caso resalta la importancia de considerar el impacto psicológico y 

emocional de las amenazas con armas, independientemente de si son genuinas o no. Asimismo, 

subraya la necesidad de aplicar medidas legales adecuadas para prevenir y sancionar este tipo 

de comportamiento intimidatorio, con el fin de garantizar la seguridad y protección de la 

comunidad en general. En conclusión, este caso ejemplifica cómo incluso el uso de armas de 

juguete con intención intimidatoria puede ser tratado como un delito grave en Argentina, 

reflejando la seriedad con la que se aborda el tema de la seguridad pública en el país.  

Estos ejemplos hipotéticos subrayan cómo el uso de falsas armas de fuego como 

herramienta de intimidación puede acarrear serias consecuencias legales en Argentina. Los 

tribunales argentinos, al enfrentarse a casos similares, han demostrado una posición sólida al 

procesar y sancionar a aquellos que utilizan réplicas de armas de fuego para cometer delitos. 

Este enfoque resalta el reconocimiento del potencial peligro y el impacto emocional que estas 

acciones pueden tener tanto en las víctimas como en la sociedad en su conjunto. 

Al procesar estos casos, los tribunales argentinos consideran no solo la naturaleza del 

delito en sí, sino también el efecto psicológico y emocional que el uso de falsas armas de fuego 

puede tener en las víctimas. Este enfoque refleja la seriedad con la que se aborda la seguridad 
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pública en el país y la determinación de las autoridades judiciales de garantizar un entorno 

seguro para todos los ciudadanos. 

En conclusión, estos ejemplos ilustran cómo Argentina no tolera el uso indebido de 

armas de fuego, ya sean genuinas o falsas, y cómo los tribunales están comprometidos a aplicar 

la ley de manera justa y equitativa para proteger a la sociedad y mantener el orden público. Este 

firme enfoque contribuye a crear un ambiente en el que prevalece el respeto por la ley y la 

seguridad de todos los ciudadanos. 

3. El uso de arma de fuego falsa como circunstancia agravante dentro de la legislación 

ecuatoriana 

3.1.¿Qué son las circunstancias agravantes? – Autores- 

Las circunstancias agravantes son factores que, presentes en la comisión de un delito, 

incrementan la gravedad de la conducta delictiva y, por lo tanto, la pena impuesta. Estos factores 

reflejan una mayor peligrosidad del delincuente o una mayor reprochabilidad de su conducta, 

lo que justifica un aumento en la severidad del castigo.  

Según Luis Jiménez de Asúa (1959), las circunstancias agravantes son elementos que 

incrementan la peligrosidad del infractor y el reproche social hacia su conducta, lo cual tiene 

como objetivo proteger a la sociedad mediante un castigo más severo y adecuado a la 

peligrosidad del delincuente. Esta perspectiva subraya la función de las circunstancias 

agravantes en la protección social y en la adaptación de la pena a la peligrosidad específica del 

infractor. 

Francisco Muñoz Conde (2014) define estas circunstancias como aquellos elementos 

que intensifican el daño o riesgo creado por el delito, haciendo que la conducta delictiva sea 

más grave y, por tanto, merecedora de una pena mayor. Muñoz Conde resalta que las 



 

 

36 
 

circunstancias agravantes deben estar claramente especificadas por la ley para evitar 

interpretaciones arbitrarias, asegurando así que la justicia se aplique de manera equitativa y 

uniforme. Esta precisión en la ley es crucial para evitar abusos judiciales y garantizar que el 

aumento de la pena esté justificado por factores claramente definidos. 

Desde una perspectiva crítica y profunda, Eugenio Raúl Zaffaroni (2000) analiza las 

circunstancias agravantes en el contexto de su teoría de la pena, destacando su función en la 

individualización de la misma. Según Zaffaroni, estas circunstancias permiten adaptar el castigo 

a la gravedad específica del delito y a la peligrosidad del delincuente, asegurando una respuesta 

penal justa y equitativa. La individualización de la pena es un elemento clave en la teoría penal 

moderna, ya que permite al sistema judicial considerar las particularidades de cada caso, 

promoviendo una justicia más humana y personalizada. 

Claus Roxin (2006), un penalista alemán, aporta a este debate al enfatizar que las 

circunstancias agravantes deben ser evaluadas cuidadosamente para garantizar que la pena sea 

proporcional a la gravedad del delito. Para Roxin, estas circunstancias no solo aumentan la 

pena, sino que también reflejan una mayor peligrosidad o un mayor grado de injusticia en la 

conducta delictiva. Esta evaluación cuidadosa es fundamental para evitar excesos en la 

aplicación de la ley y para asegurar que la justicia penal se mantenga proporcional y razonable. 

Antonio Beristain (1995), por su parte, subraya la función de las circunstancias 

agravantes en la prevención general y especial del delito. Beristain sostiene que la existencia 

de estas circunstancias justifica un aumento en la pena no solo para castigar al delincuente, sino 

también para disuadir a otros potenciales infractores. Este enfoque en la prevención muestra 

cómo las circunstancias agravantes pueden servir como un mecanismo para reducir la 

criminalidad al incrementar el costo potencial de la comisión de delitos graves. 
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En el contexto chileno, Enrique Cury Urzúa (2015) argumenta que las circunstancias 

agravantes deben ser consideradas al momento de establecer la pena, ya que reflejan una mayor 

reprochabilidad de la conducta y una mayor necesidad de protección social. 

Según Cury, el derecho penal debe ser riguroso en la aplicación de estas circunstancias 

para asegurar una justicia efectiva y equitativa. Este rigor en la aplicación busca evitar la 

arbitrariedad y garantizar que las penas reflejen adecuadamente la gravedad de los delitos 

cometidos. 

Finalmente, Alfonso Reyes Echandía (1986) en su análisis desde la perspectiva 

colombiana, enfatiza la importancia de que las circunstancias agravantes estén alineadas con 

los principios de justicia y equidad. Para Reyes Echandía, la aplicación de estas circunstancias 

no solo debe justificar un aumento en la pena, sino también evitar cualquier tipo de arbitrariedad 

judicial. La insistencia en la justicia y equidad asegura que el sistema penal no solo sea punitivo, 

sino también justo y respetuoso de los derechos fundamentales de los acusados. 

En conjunto, estos tratadistas proporcionan una visión integral de las circunstancias 

agravantes, subrayando la necesidad de una aplicación justa y proporcionada de la ley penal. 

Cada autor destaca aspectos únicos que enriquecen la comprensión de cómo y por qué estas 

circunstancias deben influir en la pena impuesta.  

Desde la protección social y la prevención del delito hasta la individualización de la 

pena y la proporcionalidad en su aplicación, estos elementos garantizan que la justicia penal 

sea tanto efectiva como equitativa. En la práctica, esto significa que el sistema penal debe estar 

diseñado para reflejar la gravedad del delito y la peligrosidad del infractor, ajustando la pena 

de manera que sea adecuada y justa en cada caso concreto. 

3.2.¿Por qué son circunstancias agravantes? 
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Las circunstancias agravantes en el ámbito del derecho penal son situaciones o factores 

específicos que, al estar presentes en la comisión de un delito, incrementan la gravedad de la 

infracción y, por ende, conducen a una pena más severa. Estas circunstancias son consideradas 

como agravantes porque reflejan aspectos que evidencian una mayor peligrosidad en la 

conducta delictiva, un mayor grado de culpabilidad o intencionalidad del autor, o un daño más 

significativo para la víctima o la sociedad en su conjunto. 

1. Mayor Peligrosidad del Autor: 

Una de las razones fundamentales por las cuales ciertas circunstancias se consideran 

agravantes es porque denotan un incremento en la peligrosidad del autor. Por ejemplo, el uso 

de armas durante la comisión de un delito no solo pone en mayor riesgo la integridad física de 

las víctimas, sino que también refleja la disposición del delincuente para recurrir a la violencia 

extrema. Este tipo de conducta aumenta la alarma social y el riesgo potencial para otras 

personas, lo que justifica una pena más elevada. 

2. Grado de Intencionalidad o Premeditación: 

El grado de intencionalidad o premeditación con el que se comete un delito también es 

un factor clave en la consideración de circunstancias agravantes. La premeditación implica que 

el autor del delito ha reflexionado sobre su acción, planeando con antelación los detalles de la 

misma para asegurar su éxito o maximizar el daño causado. Este nivel de planificación y 

deliberación sugiere un desprecio más profundo por las normas sociales y legales, lo que agrava 

la responsabilidad del delincuente y justifica una pena más severa. 

3. Daño Más Grave Causado a la Víctima o a la Sociedad: 

Las circunstancias agravantes también están vinculadas al nivel de daño causado, tanto 

a la víctima como a la sociedad. Por ejemplo, cometer un delito en contra de una persona en 
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situación de vulnerabilidad, como menores de edad o personas con discapacidad, se considera 

más grave debido a la indefensión o fragilidad de la víctima. Además, delitos cometidos en 

lugares públicos o que generan un gran impacto social, como actos terroristas, también se 

agravan debido al efecto multiplicador que tienen en la seguridad y bienestar de la sociedad. 

4. Impacto Social y Desprecio por las Normas: 

El derecho penal no solo busca sancionar la conducta delictiva, sino también enviar un 

mensaje disuasivo a la sociedad. Las circunstancias agravantes reflejan un mayor desprecio por 

las normas sociales y un desafío directo a la autoridad del Estado y al orden público. Por 

ejemplo, la reincidencia o la habitualidad en la comisión de delitos son vistas como indicios de 

una personalidad criminal que no responde positivamente a las sanciones anteriores, lo que 

justifica una respuesta penal más contundente. 

5. Protección de Bienes Jurídicos Especialmente Relevantes: 

Ciertas circunstancias agravantes también se basan en la protección de bienes jurídicos 

que son considerados de especial relevancia. Por ejemplo, delitos cometidos contra la vida, la 

integridad física o la libertad sexual son gravemente sancionados cuando se realizan bajo 

circunstancias que aumentan el sufrimiento de la víctima o que demuestran una crueldad o 

sadismo por parte del autor. Estos bienes jurídicos son pilares fundamentales de la convivencia 

social, y cualquier ataque exacerbado contra ellos se traduce en un aumento de la pena. 

En resumen, las circunstancias agravantes son esenciales en el sistema penal porque 

permiten una individualización más precisa de la pena, asegurando que se ajuste no solo a la 

conducta delictiva, sino también a las características específicas del delito y del delincuente. 

Estas circunstancias reflejan un mayor reproche social y legal hacia el comportamiento delictivo 
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y garantizan que la respuesta del sistema de justicia sea proporcional al daño causado y al riesgo 

que el delincuente representa para la sociedad. 

3.3.¿Cuáles son las circunstancias agravantes en el COIP? 

El Código Orgánico Integral Penal (COIP) de Ecuador, en su artículo 47, establece 

diversas circunstancias agravantes que se consideran al momento de determinar la 

responsabilidad penal y la pena correspondiente para un delito. Estas circunstancias son factores 

que, al estar presentes en la comisión de un delito, incrementan la gravedad del mismo y, por 

lo tanto, pueden resultar en una pena más severa. Se desarrolla más detalladamente las 

circunstancias agravantes contempladas en el COIP: 

a. Cometer la infracción en contra de personas vulnerables:  

Esta agravante se refiere a la perpetración del delito contra personas que, por su 

condición, son consideradas particularmente vulnerables. Esto incluye a menores de edad, 

personas con discapacidad, adultos mayores, mujeres embarazadas, entre otros. El COIP 

reconoce la especial protección que requieren estas personas, y por ello, cualquier delito 

cometido en su contra se considera más grave. 

b. Aprovecharse de circunstancias de indefensión o inferioridad de la víctima:  

Esta circunstancia agravante se aplica cuando el autor del delito se aprovecha de una 

situación en la que la víctima se encuentra indefensa o en una posición de inferioridad, ya sea 

física, psicológica o social. Por ejemplo, atacar a una persona que está inconsciente, dormida, 

o incapaz de defenderse adecuadamente se considera un agravante, pues el agresor se aprovecha 

de la falta de capacidad de la víctima para resistir. 

c. Ejecutar la infracción con alevosía, ensañamiento o premeditación:  
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La alevosía implica que el delincuente actúa de manera traicionera o utilizando medios 

que aseguran el éxito del delito sin riesgo para él mismo. El ensañamiento ocurre cuando el 

agresor inflige un sufrimiento innecesario a la víctima, aumentando deliberadamente su dolor 

o tortura. La premeditación, por su parte, se refiere a la planificación y reflexión previa sobre 

la comisión del delito, lo cual muestra una mayor culpabilidad. 

d. Cometer la infracción utilizando medios que pongan en peligro la vida o integridad 

de otras personas:  

Aquí se incluye el uso de armas, explosivos, sustancias tóxicas o cualquier otro medio 

que, además de afectar a la víctima directa, ponga en riesgo la vida o la integridad física de 

terceras personas. Esta circunstancia agravante reconoce el potencial daño adicional que pueden 

causar ciertos medios o métodos en la comisión de un delito. 

e. Actuar en complicidad con otros:  

La comisión de un delito en complicidad con otras personas también es considerada una 

circunstancia agravante. Esto incluye tanto a los coautores como a los cómplices que, con su 

acción u omisión, facilitan o colaboran en la ejecución del delito. La presencia de varios sujetos 

que actúan conjuntamente para perpetrar un delito aumenta la peligrosidad y la capacidad de 

daño, lo que justifica una mayor penalidad. 

3.4.Otras Circunstancias Agravantes del COIP 

Además de las mencionadas, el COIP también contempla otras circunstancias 

agravantes, como las siguientes: 

a. Cometer la infracción aprovechando relaciones de confianza, autoridad, o poder: 
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Esta agravante se refiere a los casos en los que el autor del delito se aprovecha de una 

posición de poder, autoridad, o confianza que tiene sobre la víctima, como en situaciones de 

abuso de autoridad, acoso laboral, o abuso sexual en contextos de poder. 

b. Cometer el delito en un lugar público o en presencia de menores de edad:  

La ejecución de un delito en un lugar público o frente a menores de edad se agrava 

debido al impacto psicológico y social que esto puede causar, no solo en las víctimas directas, 

sino en la comunidad en general y en los menores expuestos a la violencia. 

c. Realizar el delito con fines de lucro, venganza o discriminación:  

Los delitos motivados por el deseo de obtener un beneficio económico, la venganza 

personal o el odio hacia una persona o grupo por razones de raza, etnia, género, religión, 

orientación sexual, entre otros, se consideran más graves por el carácter mezquino o 

discriminatorio que subyace en ellos. 

Estas circunstancias agravantes buscan reflejar la mayor peligrosidad o reprochabilidad 

de ciertas conductas delictivas, y permiten a los jueces aplicar penas más severas para aquellos 

casos en los que se presenten estos factores. El objetivo es garantizar una mayor protección a 

las víctimas y disuadir a los potenciales infractores de incurrir en delitos bajo estas 

circunstancias. 

3.5.¿Por qué el uso de arma de fuego falsa puede ser considerado una circunstancia 

violenta que puede agravar la pena? 

El uso de un arma de fuego falsa en la comisión de un delito es un aspecto que puede 

considerarse una circunstancia agravante debido a varios factores que resaltan la gravedad de 

la conducta delictiva, incluso cuando el arma utilizada no tiene la capacidad real de causar daño 
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físico, se desarrolla con más detalle por qué el uso de un arma de fuego falsa puede ser visto 

como una circunstancia violenta que agrava la pena bajo la legislación ecuatoriana: 

1. Intimidación y amenaza real 

El uso de un arma de fuego, aunque sea falsa, tiene un impacto psicológico profundo en 

la víctima. La víctima, al no saber que el arma es falsa, experimenta un temor real y significativo 

a sufrir un daño grave o incluso mortal. Este miedo genuino puede desencadenar una reacción 

de estrés extremo, pánico, y angustia, que pueden tener consecuencias duraderas en la salud 

mental y emocional de la persona. En este sentido, el efecto intimidatorio que provoca el arma 

falsa es comparable al de una verdadera, y el derecho penal toma en cuenta el daño psicológico 

infligido a la víctima como un factor que agrava la responsabilidad del autor del delito. 

2. Intención de aumentar la eficacia del delito 

El delincuente que utiliza un arma falsa lo hace con la intención de manipular la 

situación y coaccionar a la víctima de manera más efectiva. Este tipo de conducta demuestra 

una planificación premeditada y un deseo deliberado de aumentar las probabilidades de éxito 

en la comisión del delito. La utilización de un arma, aunque no sea verdadera, está diseñada 

para ejercer un control absoluto sobre la víctima, privándola de su capacidad de resistir o 

escapar. Esta manipulación de la realidad para inducir miedo refleja una mayor peligrosidad y 

una disposición consciente a violar la integridad psicológica de la víctima. 

3. Agravamiento de la violencia 

El uso de un arma falsa puede ser interpretado como un intento de simular un grado de 

violencia mayor al que se podría ejercer sin ella. Al mostrar una pistola o cualquier otra arma 

de fuego, el delincuente amplifica la percepción de violencia en la situación, lo que, a su vez, 

agrava la gravedad del delito. La simulación de una amenaza letal constituye una forma de 
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engaño que no solo aumenta el riesgo percibido por la víctima, sino que también agrava la 

sensación de peligro inminente, incrementando así el impacto emocional y psicológico del acto 

delictivo. Esta exacerbación del miedo y la violencia potencial tiene un peso significativo en la 

valoración del delito por parte del sistema judicial. 

4. Premeditación y engaño 

El hecho de utilizar un arma falsa implica una preparación previa, lo que señala la 

premeditación del acto. El delincuente no actúa de manera impulsiva, sino que se toma el 

tiempo para planear y ejecutar el delito de una manera que maximice el control sobre la víctima. 

La elección de un arma falsa para este fin también refleja un intento deliberado de engañar, 

creando una falsa percepción de peligro extremo. Este elemento de engaño deliberado, 

combinado con la intención de infligir miedo, es un indicativo de una conducta más reprochable 

y, por lo tanto, merece una pena agravada. 

5. Implicaciones en la respuesta de las autoridades 

El uso de un arma de fuego falsa también puede generar una respuesta más intensa por 

parte de las autoridades, quienes, al no saber que el arma no es real, pueden considerar la 

situación como de alto riesgo y reaccionar en consecuencia. Esto puede dar lugar a situaciones 

de peligro tanto para la víctima como para otras personas, incluyendo a los agentes del orden. 

La potencial escalada de violencia y el riesgo añadido de una intervención armada por parte de 

la policía se suman a la gravedad del delito. 

3.6.Contexto en el COIP 

El Código Orgánico Integral Penal (COIP) de Ecuador no solo busca sancionar el 

resultado material del delito, sino también las circunstancias y medios empleados en su 

comisión. Aunque el arma utilizada sea falsa, el COIP podría considerar que la violencia 
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implícita en la situación, la premeditación del acto, y el engaño perpetrado al utilizar un arma 

simulada justifican un aumento de la pena. La intención de causar miedo y la utilización de la 

amenaza de violencia, aunque no haya peligro físico real, son factores que se toman en cuenta 

para agravar la responsabilidad penal del infractor. La legislación ecuatoriana, al igual que en 

muchos otros países, reconoce que la violencia psicológica es tan perjudicial como la física y, 

por lo tanto, merece una respuesta penal adecuada. 

En resumen, el uso de un arma de fuego falsa puede ser considerado una circunstancia 

agravante en el COIP debido a la combinación de intimidación real, intención deliberada de 

coacción, simulación de violencia, premeditación y la posibilidad de una respuesta de 

emergencia intensificada. Estos elementos reflejan una mayor peligrosidad del autor y justifican 

la imposición de una pena más severa. 

4. Consecuencias jurídicas del uso de arma de fuego falsa como medio de 

intimidación en el Ecuador por parte de los grupos de delincuencia organizada 

El análisis de las consecuencias jurídicas derivadas del empleo de armas de fuego falsas 

como herramienta de intimidación requiere un examen profundo de los nudos críticos, un sólido 

sustento jurídico y referencias al derecho comparado. Este estudio se centra en dos aspectos 

fundamentales: la impunidad resultante de la falta de regulación específica y la vulneración de 

la seguridad jurídica que esto conlleva. 

La impunidad derivada del uso de armas de fuego falsas para intimidar a personas es un 

problema de gran envergadura. Estas armas, al no cumplir con los criterios tradicionales para 

ser consideradas "armas reales", pueden ser menospreciadas o pasadas por alto en el sistema 

judicial. Esta falta de reconocimiento legal crea un entorno propicio para la impunidad, donde 

los perpetradores pueden evadir la responsabilidad legal por sus acciones, dejando a las víctimas 

desamparadas y sin la protección que merecen. 
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Esta situación no solo afecta a las víctimas directas de la intimidación con armas de 

fuego falsas, sino que también tiene ramificaciones legales más amplias. La ausencia de una 

regulación específica en torno a este tema vulnera la seguridad jurídica, debilitando la confianza 

en el sistema judicial y socavando el Estado de Derecho. La falta de claridad en las leyes y 

regulaciones relacionadas con el uso de estas armas puede generar confusión entre los 

ciudadanos y los encargados de hacer cumplir la ley, dificultando la aplicación efectiva de 

sanciones y debilitando la capacidad del sistema judicial para garantizar la justicia y proteger 

los derechos fundamentales. 

Para abordar estos desafíos, es crucial establecer regulaciones claras y específicas que 

aborden el uso indebido de armas de fuego falsas y las sanciones correspondientes. Estas 

regulaciones deben tener en cuenta la gravedad del delito, así como los riesgos para la seguridad 

pública, y deben aplicarse de manera consistente y equitativa en todo el sistema judicial. 

Además, es importante fortalecer la cooperación internacional y el intercambio de información 

entre países para combatir el tráfico ilícito de armas y prevenir su uso indebido. 

El derecho comparado puede proporcionar valiosas lecciones y mejores prácticas para 

abordar este problema. Al estudiar cómo otros países han enfrentado desafíos similares, 

podemos identificar enfoques efectivos y desarrollar estrategias más sólidas para combatir el 

uso de armas de fuego falsas como herramienta de intimidación. 

En resumen, es esencial abordar la impunidad y la vulneración de la seguridad jurídica 

derivadas del uso de armas de fuego falsas mediante la implementación de regulaciones 

específicas, la cooperación internacional y el aprendizaje del derecho comparado. Solo así 

podremos garantizar la seguridad y protección de los derechos de todos los ciudadanos. 

a) La Impunidad y sus Ramificaciones Legales: 
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La impunidad asociada al uso de armas de fuego falsas plantea un desafío significativo 

para la efectiva aplicación de la ley y la administración de justicia. Cuando individuos utilizan 

réplicas de armas de fuego para intimidar a personas durante la comisión de actos delictivos, se 

crea un vacío legal que dificulta la imposición de sanciones adecuadas. Este vacío se deriva de 

la distinción entre las armas falsas y las armas reales según los criterios tradicionales 

establecidos en el marco legal. 

Desde una perspectiva legal, las armas falsas no cumplen con los criterios 

convencionales para ser clasificadas como "armas reales". Esto puede llevar a que los actos 

delictivos perpetrados con armas falsas sean subestimados o pasen desapercibidos en el sistema 

judicial. Esta situación crea un entorno propicio para la impunidad, donde los responsables de 

los delitos pueden evadir la rendición de cuentas por sus acciones. 

La doctrina legal ha abordado esta cuestión, reconociendo la necesidad de adaptar el 

marco legal para abordar efectivamente el uso de armas de fuego falsas en actos delictivos. 

Algunos enfoques doctrinales sugieren la ampliación de la definición legal de "arma" para 

incluir las réplicas de armas de fuego, independientemente de su capacidad para causar daño 

físico. Esta expansión de la definición busca cerrar el vacío legal y garantizar que los 

perpetradores de delitos con armas falsas sean tratados con la misma severidad que aquellos 

que utilizan armas reales. 

Además, la doctrina legal enfatiza la importancia de considerar el contexto y las 

circunstancias específicas de cada caso al determinar las sanciones adecuadas. Esto incluye 

evaluar el grado de amenaza percibida por las víctimas, así como el impacto psicológico y 

emocional del uso de armas falsas en el delito. Al integrar estos factores en el proceso judicial, 

se puede mejorar la capacidad del sistema legal para abordar efectivamente la impunidad 

asociada al uso de armas de fuego falsas. 
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El análisis doctrinal destaca la necesidad de reformar y adaptar el marco legal para 

abordar de manera efectiva la impunidad asociada al uso de armas de fuego falsas en actos 

delictivos. Al ampliar la definición legal de armas y considerar el contexto específico de cada 

caso, se puede fortalecer la capacidad del sistema legal para garantizar la rendición de cuentas 

y la justicia para las víctimas de estos delitos. 

b) Vulneración de la Seguridad Jurídica: 

La vulneración de la seguridad jurídica surge como una preocupación fundamental 

cuando los delitos perpetrados con armas de fuego falsas no son abordados de manera adecuada 

por el sistema legal. La seguridad jurídica, entendida como la certeza y previsibilidad del 

ordenamiento jurídico, se ve comprometida cuando la aplicación de la ley en estos casos carece 

de claridad y consistencia. 

La falta de una respuesta jurídica adecuada a los delitos cometidos con armas de fuego 

falsas socava la confianza de los ciudadanos en el sistema judicial. La incertidumbre sobre 

cómo serán tratados estos delitos crea un ambiente de inseguridad y desconfianza en la 

capacidad del Estado para garantizar la protección y el cumplimiento de los derechos 

fundamentales de los ciudadanos. 

En primer lugar, la falta de claridad en la legislación respecto al tratamiento de los 

delitos con armas de fuego falsas puede generar confusión entre los ciudadanos y los 

profesionales del derecho. La incertidumbre sobre qué acciones constituyen delitos y cómo 

serán sancionadas puede llevar a una percepción de arbitrariedad en la aplicación de la ley. 

Además, la inconsistencia en la aplicación de la ley en estos casos puede conducir a 

resultados impredecibles y desiguales. Cuando los delitos cometidos con armas de fuego falsas 
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reciben respuestas jurídicas diferentes según la jurisdicción o el juez que conoce del caso, se 

socava la confianza en la equidad y la imparcialidad del sistema legal. 

La seguridad jurídica también se ve comprometida cuando la falta de una respuesta 

adecuada a los delitos con armas de fuego falsas permite la impunidad de los perpetradores. La 

percepción de que los delincuentes pueden evadir la responsabilidad legal por sus acciones mina 

la confianza en la capacidad del sistema judicial para garantizar la justicia y la protección de la 

sociedad. 

En conclusión, la vulneración de la seguridad jurídica asociada a la falta de una 

respuesta adecuada a los delitos con armas de fuego falsas representa un desafío significativo 

para el sistema legal. Para restaurar la confianza de los ciudadanos en el sistema judicial y 

garantizar la protección de los derechos fundamentales, es crucial abordar esta problemática 

mediante la clarificación y consistencia en la aplicación de la ley en estos casos. 

c) Respuestas Jurídicas y Propuestas de Reforma: 

La inclusión explícita de armas de fuego falsas como una circunstancia agravante de la 

infracción penal, es un paso fundamental para fortalecer el marco legal y garantizar una 

respuesta adecuada ante este tipo de conducta criminal. Para lograr esto de manera efectiva, se 

requiere una revisión exhaustiva y una actualización precisa de las leyes pertinentes, 

asegurando así una cobertura legal completa y coherente. 

Esta revisión legal debe abordar varios aspectos: 

1. Definición clara de armas de fuego falsas: Es esencial que la legislación 

proporcione una definición precisa de lo que se considera una "arma de fuego falsa". Esto 

ayudará a evitar ambigüedades y asegurar una aplicación uniforme de la ley. 
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Una definición clara de armas de fuego falsas es fundamental para proporcionar claridad 

y evitar ambigüedades en la aplicación de la ley. Una definición precisa permitirá una 

interpretación uniforme y coherente de qué constituye una "arma de fuego falsa".  

"Se considera arma de fuego falsa a cualquier objeto, dispositivo o réplica que, aunque 

pueda parecer visualmente a un arma de fuego real, carece de la capacidad de disparar 

proyectiles o de causar daño físico. Esto incluye réplicas de armas de fuego, pistolas de aire 

comprimido, juguetes o cualquier objeto que tenga la apariencia externa de un arma de fuego 

real pero que no pueda funcionar como tal." 

Esta definición abarca una variedad de objetos que podrían ser utilizados para simular 

la presencia de un arma de fuego real en la comisión de un delito. Al especificar claramente qué 

se considera un arma de fuego falsa, se proporciona orientación a las autoridades encargadas 

de hacer cumplir la ley y se garantiza una aplicación uniforme de la ley en todos los casos 

relacionados con el uso de armas de fuego falsas. 

2.  Identificación de los delitos en los que se aplica el agravante: La ley debe 

especificar claramente los delitos en los que se considerará un agravante el uso de armas de 

fuego falsas. Esto puede incluir delitos de intimidación, robo, asalto, entre otros. La inclusión 

de esta disposición garantizará que los perpetradores enfrenten consecuencias adicionales por 

el uso de armas falsas durante la comisión de delitos. 

La identificación de los delitos en los que se aplicará el agravante del uso de armas de 

fuego falsas es crucial para establecer una respuesta legal efectiva y proporcionar una disuasión 

adecuada contra este tipo de conducta criminal. Se presenta una propuesta para especificar los 

delitos en los que se considerará un agravante el uso de armas de fuego falsas: 
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"El agravante del uso de armas de fuego falsas se aplicará en aquellos delitos en los que 

el uso de cualquier objeto que simule ser un arma de fuego real haya sido empleado con el 

propósito de intimidar, coaccionar o causar temor en la víctima durante la comisión del delito. 

Estos delitos pueden incluir, entre otros, el robo, la extorsión, la agresión, la violencia 

doméstica, el secuestro y cualquier otro delito en el que se haya utilizado un arma de fuego 

falsa para amenazar o perpetrar violencia contra una persona." 

Esta especificación detalla los delitos en los que el uso de armas de fuego falsas puede 

agravar la gravedad de la conducta delictiva. Al incluir una amplia gama de delitos, se garantiza 

que los perpetradores enfrenten consecuencias adicionales por el uso de armas falsas en 

cualquier contexto delictivo. Esto fortalece la respuesta legal y proporciona un mayor nivel de 

protección para las víctimas de estos delitos. 

3. Determinación de las sanciones correspondientes: La legislación también debe 

establecer las sanciones específicas que se aplicarán cuando se considere el uso de armas de 

fuego falsas como agravante. Estas sanciones deben ser proporcionales a la gravedad del delito 

y deben servir como un elemento disuasorio efectivo para aquellos que intenten utilizar armas 

falsas para cometer actos criminales. 

La determinación de las sanciones correspondientes para el uso de armas de fuego falsas 

como agravante en delitos debe ser proporcional a la gravedad del delito y efectiva como 

elemento disuasorio.  

"Las sanciones por el uso de armas de fuego falsas como agravante en la comisión de 

delitos serán determinadas de acuerdo con la gravedad de la conducta delictiva y las 

circunstancias particulares de cada caso. Estas sanciones pueden incluir, pero no se limitan a, 

penas de prisión prolongadas, multas significativas, libertad condicional supervisada, 
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programas de rehabilitación y restricciones adicionales en los derechos y privilegios del 

infractor, como la prohibición de posesión de armas de fuego reales en el futuro. 

La imposición de estas sanciones debe considerar factores como la naturaleza del delito, 

el grado de amenaza o violencia asociada con el uso de armas de fuego falsas, el impacto en la 

víctima y el historial delictivo del infractor. Además, se debe promover la aplicación consistente 

y equitativa de estas sanciones en todos los casos relacionados con el uso de armas de fuego 

falsas, con el fin de garantizar la justicia y la protección de la sociedad. 

Es fundamental que estas sanciones sean lo suficientemente severas como para disuadir 

efectivamente a aquellos que intenten utilizar armas de fuego falsas para cometer actos 

criminales, al tiempo que se promueva la rehabilitación y la reintegración de los infractores en 

la sociedad. Al establecer sanciones proporcionales y efectivas, se refuerza el Estado de derecho 

y se protegen los derechos fundamentales de los ciudadanos." 

III. CONCLUSIONES 

Por lo expuesto, en el análisis del delito de intimidación, se destaca la necesidad de una 

comprensión más profunda desde una perspectiva doctrinaria y jurídica. La intimidación, ya 

sea física o psicológica, es un delito que atenta contra la libertad personal y, como se observa, 

el Código Orgánico Integral Penal (COIP) de Ecuador lo tipifica, reconociendo su gravedad. 

Sin embargo, se identifica un vacío legal en la regulación del uso de armas de fuego falsas como 

medio de intimidación. A pesar de su carácter ficticio, el impacto psicológico en las víctimas 

es considerable, y la falta de una regulación específica en el COIP puede llevar a una percepción 

de impunidad.   

Por lo tanto, es crucial proponer reformas legales que incluyan el uso de armas de fuego 

falsas como una circunstancia agravante, siguiendo precedentes de otras jurisdicciones. Esta 
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reforma no solo ayuda a cerrar un vacío legal, sino que también fortalece la protección a las 

víctimas y mejora la percepción de justicia en la sociedad. 

Es por lo que la investigación demuestra que la incorporación del uso de armas de fuego 

falsas como circunstancia agravante dentro del artículo 47 del COIP es una medida necesaria 

para reducir la impunidad en Ecuador. La reforma propuesta no solo contribuye a la efectividad 

del sistema de justicia penal, sino que también podría disuadir a los delincuentes de utilizar 

armas falsas, fortaleciendo así la seguridad y confianza en el sistema judicial del país. 

Finalmente, se recomienda continuar investigando y proponiendo mejoras legislativas para 

abordar cualquier otra ambigüedad que pueda debilitar la eficacia del marco legal actual. 

RECOMENDACIONES 

Para abordar de manera integral el problema identificado, se propone una serie de 

recomendaciones detalladas que abordan tanto la necesidad de reformas legislativas como la 

implementación de medidas complementarias que fortalezcan la aplicación de la ley y mejoren 

la conciencia pública sobre el uso de armas de fuego falsas en la comisión de delitos. 

Reforma del Código Orgánico Integral Penal (COIP): 

Incorporación de una Circunstancia Agravante: Se recomienda modificar el COIP para 

incluir el uso de armas de fuego falsas como una circunstancia agravante en la comisión de 

delitos. Esta modificación debe establecer claramente que la exhibición o utilización de 

cualquier objeto que simule ser un arma de fuego, con la intención de intimidar, coaccionar o 

amenazar, será considerada una circunstancia que aumenta la gravedad del delito. Esto implica 

que los delitos cometidos bajo estas circunstancias sean sancionados con penas más severas, 

reflejando el impacto psicológico y emocional que tales actos tienen sobre las víctimas. 
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Definición Clara de "Arma de Fuego Falsa": La reforma debe ir acompañada de una 

definición precisa y exhaustiva de lo que constituye un arma de fuego falsa. Esto debe incluir 

cualquier objeto, réplica, juguete o dispositivo que tenga la apariencia de un arma de fuego real 

pero que carezca de la capacidad de causar daño físico. Esta definición permitirá a los 

operadores de justicia interpretar y aplicar la ley de manera consistente y evitará ambigüedades 

que podrían ser explotadas por los infractores. 

Especificación de los Delitos Afectados: Es esencial que la ley especifique claramente los 

delitos en los que el uso de armas de fuego falsas se considerará una circunstancia agravante. 

Esto puede incluir delitos como intimidación, robo, asalto, secuestro, extorsión, entre otros. La 

clara enumeración de estos delitos garantizará que los perpetradores comprendan las 

consecuencias legales adicionales que enfrentarán si utilizan armas de fuego falsas en la 

comisión de sus delitos. 
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